


naza y el abuso de autoridad, siendo cada vez 
mayor la brecha entre las leyes y la realidad cuya 
tendencia es el establecimiento de Estados deses-
tructurados, anárquicos, sin ley y sin gobierno. El 
periodismo se enfrenta a la persecución política, la 
cual se expresa en agresiones, amenazas, obstácu-
los para acceder a información pública y otras 
represalias incluida la cancelación de licencias 
para transmitir en el caso de canales de televisión 
así como a obstáculos aduaneros para obligarles al 
cierre, tal es el caso de Nicaragua, donde casi un 
centenar de periodistas han debido salir al exilio 
para proteger la vida e integridad personal 

La criminalización de la protesta social, los asesi-
natos, ataques, amenazas, hostigamiento y las 
campañas de desprestigio contra personas defen-
soras de los derechos humanos, así como el cierre 
de espacios de la sociedad civil son también parte 
de las estrategias y políticas gubernamentales que 
tienen como fin silenciar a quienes denuncian las 
graves violaciones a los derechos humanos y la 
corrupción, convirtiendo la región en una de las 
más inseguras para ejercer la labor de defensa de 
los derechos humanos, hecho que ha provocado 
una nueva ola de desplazamiento a gran escala, 
principalmente para defensores de Honduras y 
Nicaragua. Cabe destacar que la crisis sociopolítica 
de Nicaragua tuvo un impacto significativo en la 
actividad económica del país (-4,1%) y afectó la 
economía de Costa Rica, Honduras y Panamá, los 
cuales experimentaron una desaceleración.
 
Las amenazas económicas de Estados Unidos a los 
países de Centroamérica, no han logrado frenar la 
ola migratoria. Tampoco lo han hecho las medidas 
represivas que han impulsado los gobiernos, quie-
nes han optado por militarizar las fronteras para 
cerrar el paso. ACNUR, reporta que más de 470.000 
centroamericanos han sido desarraigados de sus 
hogares. En todo el mundo, hay actualmente 
alrededor de 387.000 personas refugiadas y solici-
tantes de asilo de El Salvador, Honduras y Guate-
mala - una cifra que creció en una tasa anual del 24 
por ciento. En el caso de Nicaragua, a raíz de la 
agudización de la crisis socio-política (abril 2018) 
miles de personas a salido del país huyendo de la 
violencia y la represión, la mayoría hacia Costa 
Rica. Según fuentes oficiales más de 88.000 nicara-
güenses han llegado a Costa Rica en menos de 18 
meses, de ellos solo 26 mil han podido realizar sus 
gestiones pero la gran mayoría no cuentan con un 
trabajo que les permita procurarse su sustento y el 
de sus familias. En general, Los países y comunida-
des de acogida en Belice, Costa Rica, El Salvador, 
Guatemala, Honduras, México y Panamá han 
estado haciendo todo lo posible para recibir a esta 
población en su tránsito hacia Estados Unidos pero 
adolecen de recursos económicos y humanos para 
atender la demanda, la cual está sobrepasando la 
capacidad de las comunidades de acogida, lo que 
limita los servicios, ya sobrecargados, que también 
sirven a la población local.

Promover reformas estructurales para garantizar 
un sistema de justicia independiente y efectivo, 
capaz de atender y sostener los esfuerzos contra 
la impunidad y la corrupción de la sociedad civil.

Emprender acciones que fortalezcan la institu-
cionalidad democrática para contar con institu-
ciones representativas, legítimas y eficaces y 
actores comprometidos con las mismas. Por 
ejemplo: crear condiciones para que futuros 
procesos electorales sean transparentes propi-
ciando elecciones en las que la voluntad del elec-
torado sea respetada, entre otras, prohibir la 
reelección.

Fortalecer a la MMICH en Honduras, la CICIG en 
Guatemala y demandar el retorno de la CIDH, 
OACNUDH en Nicaragua, así como las Procura-
durías de DDHH demandando a los Estados cum-
plir con sus compromisos internacionales de 
garantizar y apoyar su labor.

Demandar procesos de rendición de cuentas 
exhaustivos y transparentes a fin de asegurar 
que las víctimas de violaciones de derechos 
humanos en la región puedan acceder a la justi-
cia, verdad  y reparación.

Demandar la implementación de políticas públi-
cas de prevención para protección de los/as 
defensores/es de DH y exigir el cese a la repre-
sión.

Atender las necesidades básicas de las personas 
migrantes y desplazadas internas y realizar 
gestiones para que los Estados mejoren el cum-
plimiento de sus obligaciones con respecto a 
ellas.

Reforzar los mecanismos regionales de coordi-
nación e intercambio de información para la 
búsqueda de personas desaparecidas en el 
contexto migratorio.

Incidir para que los Estados implementen políti-
cas migratorias más humanas y respetuosas con 
de los derechos humanos de los migrantes en el 
marco de la negociación y la adopción del Pacto 
Global para la Migración, que busca crear condi-
ciones para una migración más segura. 

Recomendaciones

1Centroamérica, integrada por siete países incluyendo Belice y Panamá, cuenta con 
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